Proyecto de comunicación

Pedido de informe.

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, solicita al Poder Ejecutivo que a través de la repartición correspondiente informe sobre:

1- Como sucedieron los hechos acontecidos en la Jefatura de Policía de la ciudad de Rosario de acuerdo a los dichos vertidos por Sandra P. que se encuentran publicados en el Diario “La Capital” de fecha 06/09/2006, donde la misma manifiesta que se le dieron malos tratos estando en calidad de detenida por un hecho de hurto. 

2- Que medidas se tomaron de acuerdo a las declaraciones de la denunciante que se manifestara en pleno proceso de gestación de un embarazo de cuatro meses, al momento de ser maltratada y agredida por las autoridades policiales,

3- Que  investigaciones se están realizando para constatar y corroborar la denuncia de las pérdidas de sangre que estaba sufriendo Sandra P. y que y luego de comenzar con hemorragias, no fue oída por el personal policial y por tanto tampoco fue atendida por un profesional medico, circunstancia que desencadenó en la posterior pérdida del embarazo.

Fundamentos

Sr. Presidente. 

El concepto de tortura ha sido complementado y ampliado por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, que establece en su artículo 2o.: ...se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físico o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. (Informe de la Comisión del 18 de noviembre de 1997 in re Abella y otros) 

En primer lugar debe señalarse que no hay información exhaustiva que aglutine la totalidad de denuncias realizadas por torturas o apremios ilegales en todo el territorio nacional y que pueda, de ese modo, mostrar la situación general de la tortura y de los tratos contrarios a la dignidad humana en todo el país. De esto resulta, que las cifras de las que se dispone —si bien posibilitan un acercamiento parcial a la situación general— no contengan el total de los hechos efectivamente ocurridos.

Cabe señalar que los delitos de malos tratos, apremios y torturas son en su  mayoría de las denuncias, sobre estos graves ilícitos cometidos por la policía de las  provincias, poniéndose  de manifiesto los modos que adquiere la aplicación de torturas, especialmente las distintas formas de maltrato psicológico y físico. 

Así también, al hacinamiento y las condiciones generales con que conviven los detenidos en las diferentes dependencias, deben sumarse los golpes de puño o con palos, las patadas, los culatazos, la aplicación de submarinos secos, descargas con corriente eléctrica y amenazas, sólo para mencionar las cuestiones más graves.

La tortura es una de las manifestaciones más extremas de la violencia policial en Argentina y, en muchos casos, es propiciada desde el poder político que no muestra voluntad de erradicar los abusos de los funcionarios policiales.

La debilidad de diferentes proyectos de reforma policial, destinados, entre otras cosas, a eliminar las prácticas violentas de la policía, es también consecuencia de la incapacidad de los actores políticos para desarrollar las transformaciones requeridas.

A este cuadro ya preocupante para la vigencia de los derechos humanos se suma la promoción que distintos funcionarios políticos han hecho del incremento de la violencia ejercida desde el Estado, de la reducción de los controles sobre las fuerzas de seguridad y de la violación de la ley como instrumentos adecuados para conjurar las demandas de seguridad de los habitantes. Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la presentación del presente Proyecto de Comunicación.-

